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Sobre:  

Cobro de Dinero 

 

Panel integrado por su presidente el Juez Flores García, 

la Jueza Domínguez Irizarry y el Juez Cancio Bigas. 

 

Cancio Bigas, Juez Ponente 

 

 

RESOLUCIÓN 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 25 de septiembre de 

2018.  

El 11 de enero de 2018, comparece ante nosotros el 

señor Isidro Baranda Alonso (en adelante, peticionario) 

mediante escrito titulado “apelación”. Solicita que 

revisemos la Sentencia Sumaria que dictó el Tribunal de 

Primera Instancia el 29 de junio de 2017, la cual no es 

un dictamen final dado que no dispone de la totalidad 

del pleito.  

Por los fundamentos expuestos a continuación, 

acogemos el escrito del peticionario como una Petición 

de Certiorari, denegamos expedir el auto y devolvemos el 
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asunto al Tribunal de Primera Instancia para que atienda 

la reconvención del peticionario. 

I 

El 28 de mayo de 2010, el señor Geigel Manuel 

Torres Vázquez (en adelante, recurrido) incoó una 

demanda en cobro de dinero en contra del señor Isidro 

Baranda Alonso por ser tenedor de un pagaré hipotecario 

líquido, vencido y exigible ascendente a $1,300,000.00. 

Así las cosas, el peticionario unió como terceros 

demandados a los señores Iván Tort Batlle, Augusto 

Torres Almodóvar, Alejandro Herrera, y a los esposos 

Augusto Torres, Edi Inés Almodóvar Maldonado y la 

sociedad legal de bienes gananciales por ellos 

compuesta. 

Posteriormente, el recurrido y el peticionario 

presentaron sus respectivas solicitudes de sentencia 

sumaria. El recurrido argumentó que tiene a su favor una 

deuda con garantía personal ilimitada la cual está 

líquida, vencida y exigible. Por su parte, el 

peticionario adujo que dicha deuda está gravada por una 

cláusula condicional no cumplida, lo cual imposibilita 

su pago.  

Evaluados los escritos de las partes y los 

documentos que los acompañan, el Tribunal de Primera 

Instancia entendió que la única controversia ante sí era 

si la quinta cláusula del contrato de compraventa 

suscrito entre Oceana y el señor Torres creó una 

obligación condicionada o una obligación aplazada. Así 

las cosas, concluyó que dicha cláusula no condicionó la 

obligación sino que meramente aplazó su cumplimiento. 

Consecuentemente, concedió la solicitud de sentencia 

sumaria a favor del recurrido y condenó a los co-
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demandados al pago de $1,300,000.00, al 8% de interés 

anual, más 5% en honorarios de abogados y 10% en gastos 

hipotecarios. 

Disconforme, el peticionario presentó el recurso 

que hoy atendemos, donde señala la comisión de dos 

errores:  

Erró el TPI al conceder la Moción de Sentencia 

Sumaria de la parte apelada cuando existía una 

controversia real sobre un hecho esencial que 

versa sobre elementos subjetivos de intención 

y que no pueden resolverse mediante el 

mecanismo de sentencia sumaria. 

 

Erró el TPI al dictar una sentencia que no 

disponía de la totalidad de los asuntos en el 

caso, en particular la reconvención presentada 

por la parte apelante. 

 

El 31 de enero de 2018 el recurrido presentó su 

alegato en oposición, por lo cual resolvemos. 

II 

El auto de certiorari es un recurso discrecional 

que permite a un tribunal revisar y corregir algún error 

cometido por un tribunal de inferior jerarquía. Negrón 

v. Secretario de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). Así, 

el recurso de certiorari autorizado por la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, y por el 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-

B, resulta ser el mecanismo procesal idóneo para que una 

parte afectada por una resolución u orden interlocutoria 

emitida por el foro primario, pueda acudir en alzada 

ante el Tribunal de Apelaciones y así revisar tal 

dictamen.  

 Enfatizando en su carácter discrecional, nuestro 

ordenamiento jurídico procesal limitó, mediante la Regla 

52.1 de Procedimiento Civil, supra, la jurisdicción del 

Tribunal de Apelaciones para revisar los dictámenes 

interlocutorios. La propia Regla establece las 
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circunstancias excepcionales en las cuales el foro 

revisor tendría autoridad para atender determinaciones 

interlocutorias del Tribunal de Primera Instancia 

mediante el auto de certiorari. Job Connection Center v. 

Sups. Econo, 185 DPR 585, 593 (2012). 

Así las cosas, debemos examinar también si nuestra 

intervención discrecional estaría autorizada al amparo 

de alguno de los criterios dispuestos en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-

B, la cual dispone:   

El tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de una 

orden de mostrar causa:  

  

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho.  

 

(B) Si la situación de hechos planteada es 

la más indicada para el análisis del 

problema. 

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

 

(D) Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de 

los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados. 

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia 

para su consideración.  

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y 

una dilación indeseable en la solución 

final del litigio. 

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia. Id.   

  

Estos criterios nos sirven de guía para poder, de 

manera sabia y prudente, procurar siempre una solución 
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justiciera. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 

337-338 (2012); Torres Martinez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 98 (2008). Sin embargo, dicho listado no es 

uno de carácter limitado, ni ninguno de los elementos 

antes enumerados, por sí sólo, es determinante para los 

fines de decidir si se acoge o no el recurso. García v. 

Padró, 165 DPR 324, 335 (2005) n. 15, citando a H. 

Sánchez Martínez, Práctica Jurídica de Puerto Rico. 

Derecho Procesal Apelativo, San Juan, LexisNexis, 2001, 

pág. 560.  

III 

En el presente caso, la parte peticionaria 

cuestiona que el Tribunal de Primera Instancia: (1) 

resolvió este asunto por la vía sumaria, a pesar de 

existir hechos esenciales en controversia; (2) nada 

dispuso sobre la reconvención. 

Evaluado el recurso de epígrafe, al amparo de los 

criterios para la expedición del auto de certiorari que 

emanan de la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, concluimos que el dictamen recurrido 

no es susceptible de revisión mediante auto de 

certiorari. Consideramos prudente abstenernos de 

intervenir hasta tanto el Tribunal de Primera Instancia 

atienda la reconvención que presentó el peticionario.  

Lo anterior, sin perjuicio de que, en la 

eventualidad de que alguna parte no quede conforme con 

la determinación final del Tribunal de Primera 

Instancia, queda vivo su derecho a instar un recurso de 

apelación en el cual señale los errores que entienda 

prudente, sin que este dictamen pueda ser considerado 

como una adjudicación en los méritos a favor de una u 

otra parte.  Esta denegatoria en cuanto a expedir el 
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auto de certiorari en nada prejuzga los méritos de este 

asunto, pudiendo ello ser reproducido nuevamente 

mediante el correspondiente escrito de apelación.   

IV 

Por los fundamentos expresados, se deniega el auto 

solicitado y se devuelve este asunto al Tribunal de 

Primera Instancia para que atienda la reconvención que 

dejó pendiente de resolver. 

Se ordena el desglose del apéndice de este caso.   

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


